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León, Guanajuato, a 21 veintiuno de febrero del año 2013 dos mil trece. . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 004/2013-JN, promovido por la ciudadana ****; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue presentado oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se ostenta la actora sabedora del oficio impugnado, lo que fue el día 17 diecisiete de diciembre del 2012 dos mil once, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, se encuentra acreditada en la presente causa administrativa, con la copia certificada -por el Notario Público número 44 cuarenta y cuatro en legal ejercicio en este Municipio, Licenciado Alejandro Durán Llamas- del Oficio sin número, de fecha 22 veintidós de noviembre del 2012 dos mil doce (visible en autos a fojas 30 treinta y 31 treinta y uno). Documento al que se le otorga pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78, 119, 121 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que es una copia certificada que hace fe de la existencia del original del documento público expedido por un servidor público en el ejercicio de sus funciones, aunado al hecho de que la autoridad enjuiciada, al contestar la demanda, aceptó de manera libre y espontánea, el haberlo emitido. . . . . . . . . . . .
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En razón de lo anterior, se tiene por debidamente documentada la existencia del acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 

Asentado lo anterior, en la presente causa administrativa, el Director de Comercio y Consumo, esgrimió que el acto impugnado a tal autoridad, no afecta los intereses jurídicos del actor, pues a este no le asiste ningún derecho que haya sido vulnerado; por lo que estima que se actualiza la causal de improcedencia derivada de la fracción I, del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que para quien resuelve no se actualiza, toda vez que el oficio impugnado causa en sí mismo, una afectación a los derechos subjetivos de la actora; pues su interés jurídico surgió desde el momento en que el Director de Comercio y Consumo le dirigió un oficio en el que, por un lado, le determinó que tenía un adeudo por la cantidad de $ 182.00 (Ciento ochenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional), respecto del local o pizarra número 191 ciento noventa y uno del mercado Aldama de esta ciudad; y por el otro, que en caso de no atender a las observaciones planteadas, se procedería a la revocación de la concesión; lo que, sin duda, se traduce en que exista una manifestación unilateral de voluntad de dicha autoridad, que crea o declara una situación jurídica individual y concreta, que no es otra cosa que un acto administrativo; el cual evidentemente afecta la esfera jurídica de la impetrante del proceso; pues dicho oficio viene a constituir, por una parte, un documento en que se le determina una obligación de pago y, por otra, una advertencia de revocar la concesión -derecho preexistente legítimamente tutelado con que cuenta, respecto de un local o pizarra de un mercado público-, si es que no da cumplimiento a las obligaciones emanadas de la propia concesión; de ahí que la justiciable sí cuente con interés jurídico, luego entonces, no se actualiza la causa de improcedencia que invoca la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Continuando con el análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento,  este Juzgador, de oficio, no advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto del acto impugnado antes enunciado; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por la actora, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo expuesto por la impetrante del proceso, en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende de manera fehaciente que con fecha 22 veintidós de noviembre del año 2012 dos mil doce, el Director de Comercio y Consumo -Licenciado José Efraín Juárez Alatorre-, emitió el oficio sin número, dirigido a la ciudadana ****, concesionaria de la pizarra o local número 191 ciento noventa y uno del mercado público Aldama de esta ciudad de León, Guanajuato; en el que estableció, en primer término, que tenía un adeudo y que a la fecha de expedición ascendía a la cantidad de $ 182.00 (Ciento ochenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional); y, en segundo término, la instaba a observar las obligaciones derivadas de la concesión que se le otorgó ya que de no hacerlo se procedería a la revocación de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Oficio impugnado que la actora estima ilegal, porque esa autoridad le determinó un adeudo siendo que para la impetrante el Reglamento de Mercados aplicado es inconstitucional; que vulnera su libertad de trabajo; y que no se encuentra debidamente fundado nimotivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo expresado por la justiciable, el Director demandado, sostuvo la legalidad del oficio impugnado ya que fue expedido conforme a derecho; que no se le causaba agravio alguno a la actora; argumentó que los conceptos de impugnación resultaban inoperantes; y, opuso las excepciones de “falta de legitimación activa Ad causam” y la de carencia de derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio sin número, de fecha 22 veintidós de noviembre del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación expresados por la parte actora; señalando previamente que este Juzgador no advierte incompetencia de la autoridad señalada como demandada, para emitir el acto impugnado y que en el mismo no se observa una ausencia total de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo, para este Juzgador debe destacarse que en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia y aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria, éste Juzgador, de manera primordial, procederá al análisis del concepto de impugnación orientado a declarar la nulidad total del acto impugnado, ya que de resultar fundado, se producirá un mayor beneficio jurídico para la justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, quien resuelve se avocará al estudio del concepto de impugnación esgrimido por la parte actora, que considera trascendental para el 
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sentido de la presente sentencia, como lo es el que señala como cuarto, sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco los restantes; sirviendo de apoyo para ello, el criterio sostenido por un Tribunal Colegiado de Circuito del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el cuarto concepto de impugnación, en esencia, la actora expuso que el acto combatido no cumple con los elementos de validez de los actos administrativos, de encontrarse debidamente fundados y motivados, tal y como se prevé en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que carece de la debida y suficiente motivación, relacionando esto con lo que manifiesta en los hechos 1 uno y 5 cinco de su escrito de demanda, en los que, “a  grosso modo”, refirió que en el oficio impugnado se le fincó un cobro por la cantidad de $ 182.00 (Ciento ochenta y dos pesos 00/100 Moneda Nacional), cuya naturaleza, carácter o índole desconoce y que se le formularon prevenciones y requerimientos con apercibimiento de la revocación de su concesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo que la autoridad demandada expresó de forma general, que tales argumentos son inoperantes, que no le causa agravio alguno, que no demuestra que los preceptos citados hayan sido violentados, que el oficio impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, que es de carácter informativo y que le permite conocer la cantidad que se adeuda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Una vez analizado el acto controvertido, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio; pues se aprecia que en el mismo, la autoridad demandada consignó lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Estimado comerciante: SU ADEUDO A LA FECHA DE EXPEDICIÓN ES: $ 182”, sin que funde ni motive la determinación de tal adeudo a cargo de la justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, en el oficio de fecha 22 veintidós de noviembre de 2012 dos mil doce, la autoridad enjuiciada no plasmó el ordenamiento aplicable ni expuso razonamiento lógico-jurídico alguno del porqué del adeudo, es decir no expresó el origen del mismo o como se actualizó; pues no quedó precisado si el mismo deriva del cobro de algún refrendo de la concesión; de un derecho fiscal; de una multa; o, por alguna otra razón en la que la gobernada se haya situado en la posición de deudora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el mismo sentido, debe decirse que en cuanto al apercibimiento de la revocación de la concesión de no observar las obligaciones derivadas de dicha concesión; no puede considerarse como un mero aviso, sino que se trata de una real y verdadera coacción a la justiciable de cumplir con esas obligaciones; por lo que al señalar la autoridad que de no cumplir con tales obligaciones y no trabajar apegado a derecho, se procederá a la revocación de la concesión, debió señalar los dispositivos correspondientes de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato que contienen las causas de revocación de una concesión y cual se ellas se actualizaría en caso de desobediencia o incumplimiento, por lo que al no hacerlo así el acto impugnado, en ese rubro, también carece de fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, al consistir la fundamentación en la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y, la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma como prohibición o falta administrativa; lo que en la especie no se dio, de ahí que resulte fundado el concepto de impugnación en estudio, pues el acto administrativo impugnado carece del elemento de validez previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que de acuerdo a los artículos 300, fracción II y 302, fracción II, del Código antes citado debe declararse nulo, procediéndose entonces a decretar la nulidad total del oficio sin número, de fecha 22 veintidós de noviembre del año 2012 dos mil doce, emitido por el Director de Comercio y Consumo a la impetrante del juicio. . 
Como apoyo a lo anterior, se hace propio, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 ciento diecinueve, de la publicación  denominada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . 
“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 
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4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por último, a efecto de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes, en relación a las excepciones y defensas que opone la autoridad demandada, se expresa lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Tocante a la “Falta de legitimación activa Ad causam”, no opera como excepción, pues la legitimación  “Ad Causam” es la aptitud del sujeto, en este caso de la justiciable, para iniciar una acción, promoviendo un proceso, al tener relación directa con el objeto de la pretensión o con la relación jurídica controvertida; siendo preciso que el interés jurídico derive de la relación jurídica contenciosa; interés jurídico que sí existe tal como quedó precisado en el Considerando Cuarto de este fallo; aunado a que la actora pretende la nulidad del acto que impugna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

b).- En cuanto a la “Carencia de derecho”; tampoco opera como excepción o defensa, pues está claro que la ciudadana **** al ser afectada en sus derechos por el acto que impugna, como ha quedado establecido en este considerando, puede válidamente promover e intervenir en el presente proceso, tal y como lo disponen los artículos 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y, 251, fracción I, inciso a, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos esgrimidos por la justiciable, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- Dentro de lo solicitado por la actora, también se encuentra el que se condene a la demandada al pago de daños y perjuicios; respecto de lo cual, no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno, toda vez que no es posible determinar y fijar un monto a pagar por dicho concepto en virtud de que en el presente proceso administrativo no se demostró, en primer lugar, un vínculo lógico–jurídico de que el acto impugnado causara daños y perjuicios; en segundo lugar, la existencia de esos daños y perjuicios, en donde se indique claramente cuál es la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio y cuál es la privación de la ganancia lícita que debió haberse obtenido; entendiendo por daño, en un  sentido jurídico, como el mal que se causa a una persona o cosa y, por perjuicio, la pérdida de utilidad o de ganancia, cierta y positiva que, que por la acción de alguien, ha dejado de obtenerse; por lo que no resulta procedente el pago de daños y perjuicios solicitados por la actora en su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados en el considerando Primero, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por la justiciable en contra del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-Se decreta la nulidad total del oficio sin número, de fecha 22 veintidós de noviembre del año 2012 dos mil doce, emitido por el Director de Comercio y Consumo de este municipio y dirigido a la ciudadana **** en relación al local o pizarra número 191 ciento noventa y uno del mercado Aldama de esta ciudad; ello de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . 
CUARTO.- No ha lugar a condenar a la autoridad demandada al pago de daños y perjuicios, en base a lo señalado en el Octavo Considerando de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
